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Antonio Antón 
Democracia social y desigualdad 
(Intervención en las XI Jornadas de Pensamiento Crítico,  
Madrid, 5 y 6 diciembre de 2016). 

 

La democracia social es la alternativa frente a la desigualdad y la gestión 
conservadora y autoritaria de la crisis socioeconómica y política. Debe ser la base para 
la construcción de una Europa más justa y solidaria. 

La desigualdad social se ha incrementado con la crisis económica y las 
políticas de austeridad. El paro masivo, la devaluación salarial, el amplio 
empobrecimiento, así como el recorte de prestaciones sociales y servicios públicos, 
han contribuido a ensanchar las brechas sociales. Una minoría va acaparando 
privilegios, riquezas y poder en perjuicio de la mayoría de la sociedad. Hace todavía 
dos años no había un claro reconocimiento institucional de la gravedad de esta 
desigualdad. Hoy día, este diagnóstico básico de la importancia de la desigualdad 
social ya es asumido por la mayoría de la gente y es admitido en los ámbitos políticos, 
académicos y mediáticos: Desde personalidades como Obama o el Papa Francisco 
hasta estudios rigurosos como los de Milanovic y Piketty o de distintos organismos 
internacionales.  

Por tanto, no vamos a insistir en su explicación detallada, ya realizada en otros 
trabajos. A título de introducción solamente vamos a señalar unos datos básicos, su 
relevancia y la percepción social de injusticia en el marco de la actual gestión liberal-
conservadora y autoritaria de la crisis, dominante en la Unión Europea. Después, 
como tema principal, trataremos las características de la democracia social, sus dos 
componentes básicos, de más igualdad o justicia social y mayor democracia, así como 
su significado sociopolítico como alternativa al capitalismo regresivo.  

 
1. Desigualdad social e injusticia 
 
Existen numerosos indicadores de la evolución negativa y la gravedad de la 

desigualdad social. Aquí solamente destacamos los datos oficiales del coeficiente 
GINI, considerado el indicador más completo para señalar la desigualdad entre los 
distintos segmentos de la sociedad. Como se ve en el gráfico, en España, desde la 
crisis económica se ha incrementado la desigualdad social. Se ha pasado de 31,3 
puntos, en el año 2008, a 34,7 puntos en el año 2014; es decir, un incremento de 3,6 
puntos, más del 10%.  Es más desigual que los principales países de la UE como 
Francia, Alemania, Italia y Suecia, y en un nivel similar al del Reino Unido.  

Los factores principales que la provocan son el paro masivo, el empleo precario 
con bajos salarios, los recortes sociales y la insuficiencia de la protección social 
pública, acentuados por la gestión antisocial y autoritaria de la crisis del poder 
establecido. Se ha incrementado la acumulación de bienes, recursos y poder en una 
minoría oligárquica con una desventaja comparativa respecto de la mayoría social, 
gran parte empobrecida. En el marco de una financiarización y globalización 
desregulada del sistema económico las élites dominantes y capas ‘extractivas’ salen 
beneficiadas y las clases subalternas perjudicadas. 

Especialmente, este proceso se ha agudizado a nivel mundial: el 11% de la 
población tiene el 60% de la riqueza (el 1,8% de arriba el 20%), el 12% el 20%, y el 
77% de la gente se reparte el 20% restante. En EEUU, el 1% más rico posee el 40% 
de la riqueza. 

No obstante, para aquilatar el diagnóstico, conviene precisar otros datos 
complementarios. En el caso de España la trayectoria anterior había sido de cierto 
descenso de la desigualdad desde el año 1985 (37,1) y 1990 (33,7) hasta situarse en 
algo menos de 32 puntos en la década de los dos mil (derivado de la gran expansión 
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del empleo) y hasta el impacto de la crisis económica y las políticas de austeridad, 
desde el año 2008 en adelante. En el caso de la media de la UE, en estos años de 
crisis apenas se ha movido el nivel de desigualdad (en los primeros años con datos de 
la UE-15 y en los últimos de la UE-27, aunque en ambos ámbitos no difiere 
sustancialmente). Hay que añadir, que es la Unión Europea la región del mundo con 
menor desigualdad, fruto entre otras cosas, de su llamado modelo social, sistema 
distributivo y redistributivo del Estado de bienestar, últimamente también cuestionado 
por el poder establecido. Por último, la desigualdad social es superior en EEUU (37,8) 
y, sobre todo, en China (61,0), que sigue subiendo, y Brasil (56,0), que ha bajado algo.  

 

Gráfico: Coeficiente GINI de desigualdad social 

 
Fuente: Eurostat. 100 expresa el máximo de desigualdad y 0 la ausencia de ella. Los países del mundo se 
sitúan entre 75 (algunos africanos y latinoamericanos) y 25 (varios europeos nórdicos). 
 
Desigualdad es un concepto relacional o comparativo. No define el avance o 

retroceso de la población en su poder adquisitivo o el crecimiento económico, sino las 
distancias distributivas entre los diferentes segmentos sociales. Ello significa que es 
compatible, como ha sucedido en varias épocas, el incremento de la desigualdad y la 
mejora de las condiciones de vida de la mayoría de la gente. Los de abajo pueden 
avanzar un peldaño, los de en medio dos y los de arriba cuatro. La desigualdad y las 
desventajas comparativas de condiciones y oportunidades se amplían, aunque las 
capas desfavorecidas vivan mejor que antes. En esa situación, en la conciencia social 
se relativiza esa situación de desigualdad al valorar que en términos de bienestar las 
clases subalternas están mejor que antes o que las generaciones anteriores. Es el 
poderoso factor de legitimación del desarrollo capitalista, cuando compatibiliza 
crecimiento económico (de empleo, bienes y consumo) y aumento de bienestar 
socioeconómico con aumento de las desventajas relacionales y las desigualdades en 
términos socioeconómicos y de poder de las capas populares respecto de los ricos y 
poderosos. Esa mejoría relativa de bienestar y consumo se combina con la 
disminución de la igualdad de oportunidades vitales de las mayorías sociales, la 
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reproducción de las desventajas comparativas y la consolidación de las relaciones de 
subordinación. 

No obstante, la experiencia actual de la gestión de la crisis social y económica 
nos indica que, además del incremento de la desigualdad, también se ha producido un 
doble fenómeno que la agudiza: por un lado, el estancamiento y retroceso de las 
condiciones de vida y de influencia política y democrática de amplias mayorías 
sociales, clases medias y trabajadoras; por otro lado, una apropiación desmedida, 
muchas veces corrupta o ilegítima, y un control oligárquico de grandes beneficios 
económicos, ventajas y privilegios sociales y de poder institucional en las élites 
dominantes. 

Estamos en otra etapa diferente a la de las tres décadas gloriosas de la 
segunda posguerra mundial con gran desarrollo económico, distribución y protección 
públicas ascendentes y mayor participación democrática en una dinámica más 
equilibrada del capitalismo (de rostro humano). Se mantenía una gran legitimación 
social del sistema económico y político, compatible con la persistencia de grandes 
desigualdades. En los años ochenta y más claramente en los noventa, ese equilibrio 
se rompe parcialmente con la generalización de la globalización económica 
desregulada, el predominio de la financiarización de la economía y la preponderancia 
de las políticas neoliberales.  

La etapa actual se caracteriza por la recesión, el estancamiento o el escaso 
crecimiento económico y, sobre todo, del empleo y por las políticas económico-
sociales regresivas y medidas autoritarias. La dinámica dominante es de 
desmantelamiento del Estado de bienestar, restricción de los derechos sociales y 
laborales, abaratamiento de los costes laborales y subordinación de la mayoría de la 
población trabajadora, incluida la precaria y en paro. Se termina por combinar mayor 
desigualdad y menores expectativas y dinámicas de progreso en las trayectorias 
laborales y sociales de la mayoría social subalterna. La desigualdad se hace más 
injusta. No solo se notan más los agravios comparativos entre el polo más rico y la 
mayoría popular, sino que gran parte de ella vive peor que antes y que su generación 
anterior. Se frustran las aspiraciones de movilidad social ascendente. Es la base del 
descontento y la indignación de la mayoría de jóvenes de capas trabajadoras y 
medias. Este sentimiento de injusticia está agudizado por la percepción del contraste 
entre esa realidad de desigualdad y bloqueo de trayectorias y la situación de mayor 
capacidad académica y expectativas de ascenso social, confianza en el ‘progreso’ del 
sistema económico y una socialización relativamente libre, democrática e igualitaria en 
los ámbitos educativos e interpersonales, que actualmente se ven defraudadas. 

Existe una amplia percepción ciudadana de la mayor gravedad de la 
desigualdad con escaso crecimiento económico, sin movilidad ascendente general y 
con la crisis de empleo y derechos que lleva a más desigualdad con retroceso de la 
mayoría y enriquecimiento de la minoría (más desigualdad ilegítima). El discurso de la 
recuperación económica (de unos pocos) puede ser suficiente como tendencia para 
una parte de la sociedad más acomodada, conservadora o con una posición relativa 
mejor. Es la que, en gran medida, justifica el continuismo de la austeridad ‘necesaria’, 
flexible pero inevitable, como salida de la crisis, con la reproducción de la desigualdad. 
Pero pierde credibilidad para la mayoría ciudadana que se resiste al incremento de sus 
desventajas comparativas y el empeoramiento de sus trayectorias y oportunidades 
vitales, y exige cambio. 

En definitiva, la desigualdad social ha adquirido una nueva relevancia, derivado 
de su gravedad, su persistencia y sus consecuencias sociales, en el contexto del 
predominio de políticas regresivas y autoritarismo. Estamos en una crisis sistémica, 
con dificultades significativas de los principales sistemas, políticos, socioeconómicos e 
institucional europeo, aparte de profundas problemáticas en los ámbitos moral-cultural, 
ecológico y de relaciones internacionales. El malestar cívico por el deterioro vital tiene 
influencia en la deslegitimación del poder económico e institucional, con su gestión 
impositiva de la austeridad. La mayoría ciudadana lo contrapone con la cultura de 
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justicia social y los valores democráticos. Por tanto, se realza la importancia de la 
nueva cuestión social, fuente de nuevos conflictos sociopolíticos. Además, estas 
nuevas realidades presentan insuficiencias interpretativas, lo que supone la necesidad 
de una nueva teoría social y otro lenguaje, particularmente para analizar su interacción 
con la acción colectiva de los agentes sociales y políticos y orientar el proceso de 
cambio social e institucional. 

  
2. Capitalismo regresivo frente a democracia social 

 
Existe un conflicto de fondo entre el capitalismo regresivo y autoritario y la 

democracia social. Son dos opciones incompatibles de gestión y de salida de la actual 
crisis sistémica, socioeconómica, política y del modelo de integración europeo. Las 
alternativas básicas son entre la consolidación de la hegemonía del proyecto liberal-
conservador o la posibilidad de un avance de fuerzas de progreso, en defensa de un 
proyecto más democrático, justo y solidario para Europa. 

Dejamos al margen el debate más general sobre la compatibilidad o no del 
desarrollo capitalista y la persistencia de Estados democráticos, ya iniciado en las 
primeras décadas del siglo XX. La historia ha demostrado su convivencia, 
particularmente en los modernos estados sociales y de derecho europeos, donde nos 
centramos.  

Existe el precedente keynesiano y del Estado de bienestar, con el llamado  
capitalismo (de rostro) ‘humano’: desigualdad social y subordinación de las mayorías 
sociales, pero ligado a sistemas democráticos o representativos y con libertades 
públicas, junto con progreso material y protección pública de la población. El paso 
intermedio ha sido el del liberalismo social: igualdad y protección pública de ‘mínimos’ 
y desarrollo del mercado –financiero y desregulado-, con más desigualdad. 

En las últimas décadas se ha producido un retroceso en la calidad democrática 
y participativa de sus regímenes, con menor capacidad de la población y sus órganos 
representativos para influir en los procesos económicos que afectan a la sociedad. Se 
ha generado el desborde o complacencia de muchos Estados y su clase gobernante 
(mediante su inacción y colaboración o la desregulación) respecto de los mercados 
financieros y el proceso de globalización. Se ha incrementado la pérdida de control 
político y democrático de la economía, incluso por los grandes Estados como EEUU y 
la UE y los organismos ‘reguladores’ internacionales. La política (la democracia), como 
expresión del interés general de la sociedad, ejerce menos control e influencia que los 
grandes agentes económicos guiados por su interés privado. Las instituciones políticas 
quedan más marginadas y deslegitimadas por esa dejación de funciones de 
representación y defensa del bien común o los derechos de la ciudadanía;  muchas 
veces aparecen como defensoras de los privilegios de las minorías poderosas. 

En particular, en esta fase de capitalismo financiero y globalizado, más 
regresivo y autoritario, se acentúa su conflicto con la democracia, al menos con los 
componentes  más avanzados, participativos o sociales. El horizonte de la gestión y la 
salida liberal-conservadora de la crisis son unos Estados con una democracia más 
débil, con el respeto mínimo al sistema representativo, social y de derecho y una 
interpretación restrictiva de los derechos civiles y políticos. Particularmente, se está 
imponiendo un proceso de desmantelamiento del Estado de bienestar, de reducción 
de la suficiencia de los sistemas de protección social y prestaciones públicas y 
debilitamiento de las garantías de los derechos sociales y laborales plenos. Así, el 
neoliberalismo y el neoconservadurismo, la globalización de los mercados, 
desregulada y apoyada o consentida por los Estados, sin control ni aval democrático, y 
la involución sociopolítica y moral de las élites dominantes, están produciendo una 
ruptura del contrato social y político con la ciudadanía.  

Se amplía la desconfianza de la mayoría de la población respecto de la clase 
política gobernante. Supone un debilitamiento de la representatividad de las élites, o 
desafección política, derivada de su gestión regresiva y autoritaria, separada y en 
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contra de los intereses y demandas de mayorías populares. Por tanto, existe un déficit 
democrático, un autoritarismo de las élites institucionales y económicas. Su argumento 
para imponer la desigualdad, la apropiación de bienes y el poder de unos y la 
exclusión de otros es que la solución proviene del mercado y el individuo o de la 
gestión de los líderes o tecnócratas, eludiendo la participación cívica. Se rompe el 
proceso de integración social y territorial y se debilita una construcción europea 
solidaria, junto con el reajuste adaptativo de las élites dominantes y la subordinación 
de las mayorías populares del sur europeo (y mundial).   

Las actuales políticas dominantes en la UE están acentuando las brechas 
sociales en el interior de los Estados, especialmente los más débiles económicamente. 
Particularmente, están ampliando las brechas entre los Estados del Norte (acreedores 
y más desarrollados) y los del Sur (deudores y con fuertes déficit de sus aparatos 
productivos y sistemas públicos).  Es decir, están disgregando la unidad europea, 
vaciando el proceso de integración y alejando las instituciones comunitarias de las 
necesidades populares. Los sectores progresistas tienen (tenemos) el reto de derrotar 
la austeridad y la gestión liberal-conservadora y defender el avance y la consolidación 
de una democracia social. No solo en el ámbito de cada estado sino también en la 
conformación de unas instituciones europeas más democráticas, superando la actual 
dinámica prioritariamente ‘inter-gubernamental’ y elitista, al servicio de los grandes 
poderes oligárquicos, junto con el desarrollo de una política social y económica más 
justa e integradora. El modelo institucional europeo, frente a la tendencia contraria 
dominante, debe ser más social, más democrático y más solidario. El capitalismo 
regresivo y autoritario es incompatible con una democracia social avanzada y con una 
construcción europea solidaria e integradora.  

En definitiva, ante el amplio apoyo social que tiene el estado social y de 
derecho, al proyecto liberal-autoritario se le opone una amplia resistencia cívica y la 
deslegitimación social. Frente a la involución regresiva, se produce una fuerte y 
prolongada pugna sociopolítica, cultural y ética en torno a esos dos ejes: democracia 
(participación ciudadana, control de gobernantes y  soberanía popular) frente a los 
poderes económicos y el autoritarismo, y un carácter social progresivo (favorable a las 
mayorías sociales y subalternas). El conflicto sigue abierto. 

 
3. Una igualdad fuerte, clave para el progreso 
 
Existen, básicamente, dos concepciones progresistas de la justicia: liberalismo 

social, con derechos mínimos, de las tendencias centristas (mayoritarias en las 
direcciones socialistas), y modelo redistribuidor y protector, con ciudadanía social 
plena, de las izquierdas transformadoras o fuerzas alternativas. Y dos intensidades de 
la igualdad: a) igualdad de mínimos o derechos solo básicos; b) igualdad ‘fuerte’, con 
plenas garantías institucionales y suficiencia presupuestaria. La socialdemocracia 
europea hace tiempo que ha abandonado una orientación social igualitaria firme y 
avanzada. La tendencia mayoritaria del centro-izquierda socialista europeo se ha 
pasado al social-liberalismo de tercera vía o nuevo centro. Se han incorporado a la 
gestión liberal de la crisis económica y tienen problemas para elaborar un discurso 
propio y diferenciado de las derechas para mantener una frágil igualdad de mínimos o 
un Estado de bienestar básico; la tendencia dominante, el consenso liberal-
conservador-socialdemócrata europeo, es hacia el debilitamiento de su función 
pública, protectora, distribuidora y reguladora y la reafirmación del mercado como base 
de la (in)seguridad social.  

Son significativos los intentos de algunos intelectuales, de ese ámbito de 
influencia socialista, de articular un nuevo discurso autónomo del liberal dominante. 
Así, el prestigioso catedrático, ensayista y actual presidente del Círculo de Economía, 
Antón Costas, en su interesante artículo ‘Un nuevo progresismo’ (El País, 11-10-2015) 
apunta a la necesidad de un nuevo discurso progresista “para sustituir a la sociedad 
desigualitaria e injusta que colapsó en 2008” y plantea: 1) Instituciones para la 
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estabilidad macroeconómica y preservación de servicios públicos fundamentales. 2) 
Fortalecer la política contra los monopolios y los privilegios concesionales y 
corporativos, con regulación de los mercados financieros. 3) Giro radical a las políticas 
empresariales; virar el rumbo desde la rentabilidad hacia la productividad; no a las 
devaluaciones salariales… y sí a la educación, la inversión y el I+D. 4) Un Estado 
menos intervencionista y más innovador y emprendedor; replanteo de la relación 
Estado-mercado. 5) Un nuevo Estado social volcado en la igualdad de oportunidades; 
virar desde la protección a los mayores y clases acomodadas hacia la de los jóvenes.  

Puede ser una base de debate sugerente, particularmente en los tres primeros 
puntos. Pero es insuficiente, especialmente en los dos últimos puntos: El Estado, las 
instituciones públicas, con mayor participación cívica, deben articular un papel más (no 
menos) intervencionista (regulador de la economía, garantía de derechos y bienes 
públicos y gestor de servicios fundamentales); la sociedad en su conjunto, incluido los 
mayores –sistema de pensiones, sanidad pública…- necesita mayor protección social 
pública (no menor o una simple reestructuración interna entre distintos segmentos), así 
como suficiencia y calidad de los servicios públicos esenciales; desde luego, la 
prioridad es la atención a los sectores más desfavorecidos, con planes de emergencia 
social o rescate ciudadano, combinado con mayor carga impositiva para los más 
acomodados y, especialmente, los más ricos; y, en particular, para la mayoría de 
jóvenes es imprescindible incrementar la calidad e igualdad del sistema educativo y 
garantizar sus procesos de inserción laboral y profesional de forma más digna sin la 
imposición de las actuales trayectorias precarias. Se puede avanzar un desarrollo 
programático de las políticas sociales, pero hay que diferenciar esa doble opción: un 
reformismo fuerte, con plenas garantías, o una simple adaptación a la dinámica de 
desigualdad, con leves medidas superficiales y retóricas.  

Por otro lado, cuando hablamos de democracia ‘social’, nos referimos no solo a 
las estructuras socioeconómicas sino a todas las ‘relaciones sociales’ de dominación / 
subordinación y de reciprocidad / cooperación. Así, existen distintas oportunidades en 
el acceso, posesión, control y disfrute de recursos y poder, derivadas de condiciones 
‘no legítimas’ (origen étnico-nacional, sexo, otras opciones ‘culturales’) y ‘discutibles’, 
según la cultura y la pugna legitimadora (herencia, propiedad, control, estatus, familia). 
Por tanto, se mantienen en muchos ámbitos relaciones de ventaja-privilegios frente a 
desventaja-discriminación; o, bien, de dominación-explotación con efectos de 
opresión-subordinación-sometimiento. Todo ello, debe ser considerado en una 
perspectiva amplia del avance de la igualdad. 

La percepción cívica de la injusticia social es clave para generar rechazo 
popular y dinámica de cambio. Es fundamental la reafirmación popular en la cultura 
democrática y de justicia social opuesta a la austeridad y la prepotencia de los 
poderosos. 

Un primer nivel es el de los ‘derechos humanos iguales’ (civiles, políticos y 
socioeconómicos), derivados de la pertenencia a la humanidad o una ciudadanía con 
la contraparte de los deberes del Estado (o la sociedad). O bien, la igualdad de 
oportunidades ‘débil’ o mínima y de punto de partida (acceso, mínimos de 
supervivencia, capacidades básicas). Es compatible con la libertad de mercado 
(empresarial) o la desigualdad en el resto de condiciones por imposición de poder, 
propiedad, dominio y control.  

Un segundo nivel es remover obstáculos en las trayectorias personales, evitar 
privilegios por arriba y garantizar a la gente derechos sociolaborales y participativos y 
resultados igualitarios y emancipadores. Desde la concepción de una ciudadanía 
social plena, se trata de consolidar un fuerte Estado de bienestar y una democracia 
avanzada, con sólidas garantías de los derechos sociales y laborales, fuertes 
instituciones y servicios públicos, amplia protección social y suficiente capacidad fiscal 
y redistribuidora. Se trata también de la acción positiva o transformadora, para 
reequilibrar la desigualdad de origen, contexto y trayectoria. Es la idea de promover la 
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igualdad en las capacidades individuales y grupales que permitan un desarrollo 
integral de las personas, su libertad real o no-dominación. 

La cultura de los derechos humanos (básicos o mínimos, como derecho a la 
existencia, y el trato igual o no discriminatorio) es fundamental, sobre todo, para los 
sectores desfavorecidos. Pero es insuficiente al no abordar el resto de la realidad 
desigual de necesidades y de recursos existentes en la estructura socioeconómica o 
las relaciones sociales: la distribución desigual de rentas, recursos y poder según 
méritos (i)legítimos y/o condiciones ilegítimas de propiedad, posesión, dominación, 
familia-herencia, nacionalidad...  Por tanto, es imprescindible defender y avanzar en 
ese proyecto de igualdad fuerte y Estado de bienestar avanzado, ligado a mayor 
democracia. 

 
4. Carácter de la democracia social 
 
La democracia social, como propuesta normativa, está basada en dos pilares 

fundamentales y entrelazados: a) Democracia plena: derechos y libertades 
garantizados, sistema representativo y participación cívica; b) igualdad sustantiva: 
justicia social y giro socioeconómico igualitario, Estado de bienestar avanzado con un 
fuerte sector público y capacidad regulatoria de la economía. 

La democracia es un sistema de gobierno mediante representantes elegidos 
por el pueblo (soberano). Hay una ligazón y legitimidad entre gobernantes y 
gobernados a través de su gestión del ‘interés general’ o ‘bien común’, bajo el 
‘consenso’ constitucional, normativo o político. 

La exigencia de más y mejor democracia (deliberativa, participativa, 
relacional…), expresa la necesidad de mayor respeto de los gobernantes a los 
gobernados y la ampliación de la participación de la base popular. La desconfianza 
‘creativa’ de la ciudadanía activa y crítica respecto de la élite política dominante es un 
factor democratizador. Puede generar desafección hacia la clase gobernante, pero 
reforzar los procesos participativos y los mecanismos democráticos. La indignación 
social en España está derivada de la virtud cívica democrática-igualitaria como 
oposición al retroceso socioeconómico (recortes, subordinación, segregación), político-
institucional (prepotencia, dominación) y moral (disgregación, insolidaridad). Está 
basada en la ética de justicia social y la cultura democrática: cumplimiento del contrato 
social y político con la ciudadanía. El movimiento de protesta social, crítico con las 
élites gubernamentales, no es antipolítico. Todo lo contrario, renueva y refuerza la 
política: ha supuesto una mayor preocupación y participación ciudadana en los 
asuntos públicos, ha obligado a regenerar las instituciones políticas y, finalmente, ha 
configurado un nuevo electorado indignado y una nueva representación política, 
especialmente articulada en torno a Podemos y sus aliados. 

La tarea de la democracia social es doble y combinada: 
a) Poner coto a la desigualdad, las ventajas y los privilegios de unos pocos, y 

favorecer a las capas populares y al conjunto de la sociedad. 
b) Incrementar la participación cívica, garantizar el respeto de las instituciones y élites 

políticas a los compromisos sociales y democráticos con la ciudadanía y llevar a 
cabo una profunda democratización del sistema político.  

No se trata solo de un recambio de élites, debido a su corrupción, afianzando la 
honestidad democrática de los representantes públicos, sino, además, de la 
transformación profunda de su papel sustantivo, su gestión prepotente y regresiva.  

El simple continuismo, representado por el PP, está desacreditado. Existe un 
significativo aval representativo a PSOE y Ciudadanos, con el riesgo de que se 
consolide un cambio superficial y limitado o, bien, un continuismo de fondo con algo de 
renovación de élites y políticas. No obstante, hay una amplia demanda de cambio 
sustancial, cuyo cauce ha hegemonizado Podemos pero que va más allá incluso de 
sus aliados directos y de IU-Unidad Popular. Todo ello afecta a la profundidad del 
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cambio en los dos aspectos básicos: giro socioeconómico igualitario y 
democratización, incluida la problemática territorial (Cataluña). 

En todo caso, hay que evitar una doble unilateralidad en la orientación política 
al centrar el cambio solo en el factor de democracia o solo en la igualdad social (o en 
la superficialidad de uno de ellos o de ambos). Algunos planteamientos deducen que 
con más y mejor democracia (igualdad política) se podrían adoptar políticas igualitarias 
(económicas y de relaciones sociales). El problema es que no es automático y el 
cambio se puede quedar en el recambio de élites. Además, sin igualdad 
socioeconómica hoy no se puede fortalecer la democracia: el sistema político, las 
élites gobernantes (con la correspondiente renovación), deben aceptar y recomponer 
un nuevo contrato social y político-democrático, en favor de las clases populares, así 
como el control y la restricción de los privilegios de los poderosos. Es decir, es 
ineludible avanzar en mayor igualdad social y mayor igualdad política, junto con más 
participación y libertades individuales y colectivas. En sentido contrario, hay 
posiciones, más o menos economicistas, que solo ponen el acento en las mejoras 
sociales y económicas desdeñando la gran tarea democratizadora y de recomposición 
institucional y representativa. La democracia no se puede separar de su contenido 
social. 
 

5. Democracia social, palanca del cambio 
 
El capitalismo financiero y ‘extractivo’ de las actuales élites dominantes impone 

la regresión socioeconómica y política y acentúa la crisis social y moral. Lo hace desde 
la coerción del llamado mercado (la propiedad privada de los grandes poderes 
económicos y financieros) y los aparatos estatales. Se avala por el Estado de derecho 
y los valores conservadores. La opción dominante de la gestión de la crisis es la 
autoritaria y regresiva, con la hegemonía del poder liberal-conservador.  

Ese plan intenta la integración (conflictiva y globalizadora) de las élites 
dominantes de los países periféricos (incluido Francia), la contención de reacciones 
nacionalistas para salvar las instituciones comunitarias y una mínima cohesión social y 
legitimidad democrática. No obstante, caben los siguientes interrogantes: ¿Es posible 
una Europa liberal-conservadora alemana, con readaptación subordinada de las 
demás élites estatales-nacionales? ¿Es capaz de contener, por una parte, las 
dinámicas xenófobas y etno-nacionalistas excluyentes y, por otra parte, la marginación 
y discriminación de amplias capas populares -muchas de origen inmigrante- de sus 
propios países, del sur europeo y mundial?. ¿Es compatible un nuevo equilibrio entre, 
por un lado, la hegemonía del poder liberal-conservador, con democracia limitada, 
mayor subordinación popular y de países débiles y un fuerte control social con 
capacidad extractiva de riquezas y competitividad mundial –productos avanzados y 
mano de obra barata-, y por otro lado, mantener la neutralización del descontento 
popular, los procesos de deslegitimación ciudadana hacia el poder establecido y las 
tendencias progresivas, alternativas y de izquierda? 

Uno de los aspectos de esta transición en la conformación de fuerzas 
progresistas es el papel contradictorio de la socialdemocracia europea y su 
articulación en distintos países por su doble carácter: por una parte, gestor del poder 
establecido, con el consenso con las derechas, liberales y conservadoras, y leve 
diferenciación; por otra parte, función representativa de un segmento de capas 
populares sobre las que tiene que seguir legitimándose, con unas políticas más justas 
y democráticas. La dinámica mayoritaria de sus dirigentes, especialmente desde las 
responsabilidades gubernamentales, se sitúa en la primera tendencia social-liberal 
(Alemania, Grecia, Francia, Italia, España, Holanda…), cogestora de la estrategia de 
austeridad, más o menos flexible, con fuertes déficit democráticos y solidarios en la 
construcción europea. No obstante, existen en esos mismos países sectores internos 
significativos e incluso  otros, como Reino Unido y Portugal, donde alcanzan una 
dimensión mayoritaria que, ante los riesgos de la creciente pérdida de legitimidad 
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ciudadana y representatividad electoral, son más sensibles a la segunda tendencia: 
una gestión basada en la justicia social y el respeto a las demandas populares; más 
integradora entre países y en su  interior, y más democrática y participativa en sus 
Estados y, particularmente, en su relación con las instituciones comunitarias.  

A corto plazo, no se vislumbran suficientes fuerzas sociales y políticas para 
forzar un cambio sustancial en el poder dominante europeo, económico-financiero y 
político-institucional. No obstante, por otro lado, en distintos países, sobre todo del sur 
y empezando por España, gran parte de la ciudadanía muestra su rechazo a una 
orientación regresiva y a la involución social y democrática y se ha generado una 
oposición activa de carácter progresivo. Específicamente, fuerzas progresistas y 
alternativas han experimentado avances relevantes en su expresión electoral, su 
representación política, incluso su acceso significativo a instituciones 
gubernamentales, locales o regionales. El proceso transformador, así como la 
constitución de suficientes fuerzas sociales y políticas con un horizonte emancipador, 
igualitario y de progreso, es difícil y complejo.  

A nivel más general, cabe un interrogante sobre el futuro del cambio político a 
medio plazo. ¿Existe una ventana de oportunidad en Europa del sur para frenar, al 
menos, la fuerte hegemonía liberal-conservadora, favorecer una reorientación de la 
socialdemocracia –o en su caso, que profundice su declive representativo- y 
consolidar una dinámica alternativa de progreso?. Hemos visto las lecciones griegas, 
con las dificultades del gobierno de Syriza y los problemas para la reforma europea; 
igualmente, el compromiso liberal y hegemónico de la socialdemocracia alemana y los 
límites de la francesa e italiana. Sin un cambio significativo de la articulación social y 
política en esos países centrales de la UE, es difícil el avance hacia una Europa más 
justa, más social y más democrática. Pero ese es el desafío: una construcción europea 
a través de la justicia social, la solidaridad y la integración, así como la participación 
democrática y popular frente al poder establecido. 

Por tanto, están interrelacionados los dos aspectos: un proyecto de cambio 
progresista basado en el camino hacia una democracia social avanzada, y la 
conformación de nuevas dinámicas populares y fuerzas políticas críticas y alternativas 
que impulsen el avance hacia ese horizonte. Ante la crisis sistémica y la pretensión 
hegemónica y reaccionaria del poder liberal-conservador, la opción más adecuada de 
las fuerzas alternativas es una respuesta democratizadora (emancipadora y 
participativa), progresista en lo social y económico (igualitaria) y europea-integradora 
(solidaria).  Expresa la oposición al continuismo estratégico de las élites dominantes y 
sus estructuras de poder y la ruptura de su hegemonía político-cultural y su legitimidad 
social, evitando su recomposición renovada. Supone conseguir un nuevo equilibrio 
sociopolítico e institucional, con nuevas fuerzas progresivas y dinámicas populares 
emancipadoras. Precisa una renovación de la teoría social y los viejos discursos del 
cambio: socialdemócrata o social-liberal de tercera vía, marxistas-revolucionarios, 
populistas y nacionalistas.  

Estamos ante una nueva época, con una nueva configuración del bloque de 
poder, las tendencias socioculturales y los actores sociales y políticos. Exige la 
elaboración de nuevos proyectos de cambio y nuevas estrategias transformadoras, 
con otros conceptos y nuevo lenguaje. Por una parte, para conectar con la experiencia 
sociopolítica y la conciencia social de los sectores populares más críticos y avanzados; 
por otra parte, para definir mejor el diagnóstico de la compleja realidad y la perspectiva 
de cambio desde una óptica igualitaria, solidaria y emancipadora. En ese sentido, los 
ejes normativos propuestos se reúnen mejor bajo este concepto de democracia social. 
Recoge la experiencia institucional, política y moral de las mejores tradiciones cívicas 
europeas, apuesta por un contenido claro democrático y democratizador y de giro 
social y económico favorable a las capas populares y subordinadas; así mismo alude a 
una oposición rotunda del actual orden económico y político y una apuesta firme por 
su profunda transformación. 
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En definitiva, frente a una gestión regresiva y autoritaria de la crisis la apuesta 
de progreso es una Europa más justa, social, solidaria y democrática. Se puede abrir 
un periodo de cambio profundo, democratizador en lo político y progresista en lo social 
y económico. Pero no hay que descartar un retroceso, una derrota impuesta por el 
poder liberal-conservador y la imposición del poder económico y financiero, con la 
consolidación de la involución social e institucional para las fuerzas progresistas y las 
condiciones vitales de las mayorías sociales. En el próximo lustro, ligado al tipo de 
salida de la crisis socioeconómica, al conflicto sociopolítico existente y a los procesos 
de legitimidad ciudadana de los distintos actores e instituciones, se van a ventilar los 
nuevos equilibrios políticos y la orientación del nuevo modelo social, económico, 
institucional y europeo. La perspectiva de una democracia social avanzada ofrece una 
alternativa de progreso, susceptible de suficiente apoyo popular para influir en la 
solución positiva a ese dilema.  
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